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1. Antecedentes y contexto: el Caquetá entre la disputa y orden contraestatal. 

 

En el Caquetá, el conflicto armado y los sucesivos procesos de colonización han sido 
factores centrales en la conformación socioespacial del departamento. En esa dirección, la 
dimensión territorial del conflicto armado y el proceso colonizador, que aún se mantiene, 
fueron elementos interpretativos fundamentales para la elaboración de este documento que 
busca mostrar los antecedentes, los contextos, los actores y las diferentes dimensiones que 
afectan la seguridad y los derechos humanos de la población del departamento del Caquetá 
con el objetivo de esbozar una estrategia de intervención territorial del PNUD en este 
departamento. Por eso, el énfasis en la dimensión territorial de este estudio, ya que este es 
un elemento central en cualquier análisis sobre el conflicto armado, así como en elaboración 
y diseño de estrategias de intervención en el escenario de un postconflicto y construcción de 
paz.  

En el Caquetá, el conflicto armado ha sido un factor central en la configuración socio-
espacial del departamento y algunas de sus regiones, ya que su ubicación geográfica en la 
Amazonía, en una zona contigua a la región andina y al Valle del Magdalena, lo ha 
convertido en un territorio estratégico en la dinámica del conflicto, pues constituye un 
corredor militar, desde donde las Farc-ep asedian áreas más integradas y una de sus zonas 
de aprovisionamiento y descanso cuando el Estado toma la iniciativa militar. 

El conflicto también ha sido un factor determinante en la conformación identitaria del 
Caquetá a lo largo de su historia, desde la ofensiva militar del Frente Nacional sobre la 
denominada República Independiente de El Pato, ubicada en el río del mismo nombre, uno 
de los afluentes del río Caguán, que dio origen a las Farc. El departamento sería luego el 
escenario de los ataques militares bajo la presidencia de Julio Cesar Turbay Ayala (1978-
1982) y de las negociaciones fracasadas entre las Farc y los gobiernos de Belisario Betancur 
(1982-1986) y Andrés Pastrana (1999 y 2002). Finalmente, el departamento sería escenario 
del mayor intento estatal por derrotar a esta guerrilla en el contexto internacional de lucha 
contra el terrorismo y la política de Seguridad Democrática del gobierno de Álvaro Uribe 
(2002-2010). 

Por otra parte, es necesario tener en cuenta que el departamento de Caquetá y la zona del 
Caguán se han integrado al país por medio de sucesivos procesos de colonización, que han 
producido tensiones sociales y económicas y sobre las cuales se insertaron, expandieron y 
aún se mantienen las dinámicas del conflicto. Esa relación entre colonización permanente y 
persistencia del conflicto armado definió en buena medida el carácter antagónico de las 
relaciones entre el Estado central y el departamento. Así, se hacen evidentes con los auges 
extractivos de quina y caucho de finales del siglo XIX hasta 1940; con la migración hacia el 
piedemonte amazónico de miles de campesinos y campesinas que huían de la Violencia y 
los conflictos agrarios en los años 50; y con el fracaso de los programas de colonización 
dirigida del Estado en los años 60 y 70. Esa situación se reforzó, desde finales de los años 
70 hasta la actualidad, cuando la convergencia territorial entre los cultivos de uso ilícito y la 
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intensificación del conflicto armado se convertirían en factores que reforzarían las relaciones 
conflictivas, que históricamente han construido sus pobladores con el Estado central. 

Sin embargo, es preciso matizar la visión que asocia al departamento con el conflicto y los 
cultivos de hoja de coca exclusivamente. En el imaginario generalizado en la opinión pública 
de Colombia, Caquetá y la región del Caguán aparecen relacionadas con la zona del 
despeje, otorgada por el presidente Pastrana entre 1998 y 2002 a las Farc-ep para facilitar 
los fallidos diálogos con este grupo, a tal grado que esa negociación en adelante se 
conocería como Los Diálogos del Caguán. Esa situación reforzó la percepción de la región 
como uno más de los territorios que hacen parte del revés de la nación, o sea, como uno 
más de los territorios de frontera y de las regiones periféricas que se resisten a ser 
insertadas en el orden político y económico del Estado central y la sociedad nacional. Esa 
mirada es muchas veces legitimada y fortalecida por las categorías y explicaciones que los 
investigadores sociales producen sobre estas regiones (Serje, 2005). 

Una revisión somera de bibliografía sobre el conflicto en el Caquetá expresa bien esa visión. 
En efecto, algunas regiones se asocian con el control exclusivo de las Farc-ep y con cultivos 
de hoja de coca, lo cual es atribuido a la ausencia de las instituciones estatales (Conferencia 
Episcopal, 2004 y 2006; Sinchi, 2000 y 2007). Así, el particular proceso de colonización 
ligado a las Farc-ep en los años 60 permitió acuñar a William Ramírez (1981) el concepto de 
colonización armada. Por su parte, Molano y Reyes (1980) insistieron en el tratamiento de 
zona roja que el Estado ha dado a la región y que se concretó en la represión militar que el 
gobierno de Turbay (1978-1992) desató contra las zonas del alto Caguán y El Pato. Mientras 
tanto, Jaramillo, Mora y Cubides (1989) analizaron la respuesta organizada de las 
comunidades con incidencia de las Farc-ep en la zona del medio y bajo Caguán, durante 
diálogos con el presidente Betancur (1982-1986) y  llegaron a afirmar que la regi·n ñéno se 
puede considerar tal por sus rasgos diferenciales geográficos o económicos o de otro tipo, 
sino lo que la define como región es el hecho político militar de la presencia y dominio 
guerrilleroò (Cubides, Mora y Jaramillo, 1989:246). 

Más recientemente, los estudios de Valencia (1998), González (1998 y 2000 a y b), del 
Sinchi (2000), Ferro y Uribe 2004 a y b), Vargas (2003), de la Vicepresidencia (2004) y 
López (2007) se ocuparon de la situación de la región durante el frustrado proceso de 
negociación entre el presidente Pastrana y las Farc-ep (1999-2002), de las trasformaciones 
del conflicto armado y la economía de la coca durante los 8 años de la Seguridad 
Democrática de gobierno de Uribe. Estos reproducen las miradas que consideran al conflicto 
y la coca como elementos centrales en las dinámicas regionales e insisten en la distribución 
homogénea de estos factores en el territorio.  

Esas visiones no tienen en cuenta, en primer lugar, que en el departamento la acción del 
Estado no ha sido totalmente ausente y tampoco tienen en cuenta que esta guerrilla no ha 
tenido control exclusivo del territorio. Más bien se ha tratado de que la acción del Estado ha 
sido sustituida, completada y, a veces, confrontada por ella. El problema residió en que la 
acción estatal ha estado rezagada con respecto al proceso de colonización, ha fracasado en 
sus intentos de ordenarlo y se ha enmarcado bajo tres supuestos: pacificar, desarrollar y 
civilizar (Gari, 1987; Serje, 2005; Vásquez, 2013). Y de otro lado, porque si bien el 
departamento (especialmente las subregiones del Pato y El Caguán) es parte fundamental 
de la historia de las Farc-ep, el control militar, político y económico de esta guerrilla no ha 
sido tan exclusivo ni hegemónico como habitualmente suponemos, más bien se ha tratado 
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de una incesante disputa por la regulación de la vida social y económica de su población, 
que se transformaba al albur de los cambios en decisiones estratégicas de los actores en 
contienda, de los diferentes momentos de intensificación de la guerra y de las negociaciones 
de paz (Vásquez, 2013). 

Además estas miradas consideran al territorio como una realidad homogénea e 
indiferenciada y dejan de lado que las zonas de frontera y colonización no son una condición 
estática de determinados territorios, sino que se van transformando a partir de la inserción 
social, política y económica en la sociedad y en el Estado, lo que a su vez determina las 
variaciones en las dinámicas del conflicto armado. Por eso, es necesario hacer evidentes las 
diferencias geográficas, de los procesos de poblamiento, de la estructura agraria, así como 
también de las identidades políticas que explican las modalidades de inserción, desenlaces y 
niveles de afectación diferenciados del conflicto armado. Esas diferencias son evidentes 
entre el piedemonte ganadero, con mayor control estatal y las zonas de colonización, donde 
convergió la coca y el orden contraestatal de las Farc-ep (Vásquez, 2013). 

Ese proceso socio-espacial e histórico lo podemos dividir en las siguientes etapas: la 
primera, que va desde finales de siglo XIX hasta 1978, cuando en el piedemonte se 
produjeron los auges quineros y caucheros que permitieron sentar las bases de la economía 
ganadera y se dio origen a la formación de la elite política que monopolizaría la 
intermediación entre el Estado Central y la región.  

Una segunda etapa, entre finales de los 70 y durante los años 80, en la que se produce un 
punto de inflexión que permitió la definitiva imbricación entre  las tensiones sociales, las 
disputas por el poder político regional y la dinámicas del conflicto armado, lo anterior como 
resultado de la crisis del modelo colonizador en el piedemonte, la intensificación del conflicto 
armado o Guerra del Caquetá, la irrupción de la economía de la coca en el medio y bajo 
Caguán, y el  frustrado proceso de paz entre las guerrillas y el gobierno de Belisario 
Betancur. Y por último está la etapa de la violencia contemporánea (1988-2012), en la que 
se hizo más evidente la fragmentación territorial y la intensificación del conflicto armado. 

La formación del piedemonte Caqueteño: 1880-1978. 

El proceso de configuración regional del piedemonte caqueteño comenzó a finales del siglo 
XIX y principios del siglo XX. El comienzo de esa etapa se caracterizó por la presencia 
indirecta del Estado, por cuanto éste cedió la administración de los territorios salvajes e 
incivilizados a los misioneros de la orden capuchina, y además porque la acción del Estado 
estuvo determinada por los intereses de los caucheros colombianos que demandaban una 
mayor presencia estatal ante los avances de los caucheros peruanos y la Casa Arana, en el 
contexto de la geopolítica del caucho que dominó la cuenca amazónica a comienzos del 
siglo XX (Ciro, 2008). 
 
En los años 30 el conflicto con el Perú dio lugar al mejoramiento de las vías, que permitió 
avanzar en la articulación del Caquetá al resto del país. Esa confrontación permitió aumentar 
la agencia de los ganaderos y políticos, especialmente los huilenses, frente al Estado 
Central. Ese proceso se expresa en las diferentes legislaciones y cambios de estatus que el 
Estado central, a través de sus leyes, promulgaba sobre el actual territorio del Caquetá (Ciro, 
2008). 
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Un segundo momento de poblamiento del piedemonte estuvo relacionado con la violencia 
política de mediados del siglo XX y el éxodo campesino andino hacia la frontera agraria. Ese 
éxodo en su mayoría estuvo compuesto por  campesinos huilenses y tolimenses, con 
identidades políticas adscritas a los partidos Liberal y Comunista, que huían de la violencia y 
del problema campesino no resuelto en esos dos departamentos.  
 
Posteriormente, ya en el Frente Nacional, la violencia tiene su mayor expresión en los 
bombardeos a las regiones El Pato y El Guayabero. En abril de 1965, en el marco de la 
Guerra Fría, el gobierno nacional desató una gran ofensiva militar que incluía bombardeos y 
operaciones militares contra las llamadas Repúblicas Independientes, que se habían 
convertido en refugio de las autodefensas comunistas, una de estas era la región del río 
Pato. Esas acciones militares contra las autodefensas comunistas y las ñRepúblicas 
Independientesñ asentadas en Riochiquito, Marquetalia, El Pato y el Guayabero dar²an lugar 
a la conformación de las Farc-ep, y por ende, al inicio a una nueva etapa de la confrontación 
(Pecaut, 2008; Aguilera, 2010; Pizarro, 1991 y 2011; González, 1992 y 2000a). 

 Un tercer momento de conformación del piedemonte estuvo relacionado con la colonización 
dirigida por el Estado en los años 60 y 70. En efecto, en el contexto reformista del Frente 
Nacional y con apoyo de recursos internacionales, el Estado incentivó la colonización 
dirigida que aceleró el poblamiento espontáneo. Dicha colonización terminó por consolidar la 
economía ganadera y no estabilizó el proceso colonizador, como era su propósito inicial.  

En el piedemonte caqueteño, el Estado ejecutó su política de colonización a través de la 
Caja Agraria y los proyectos Caquetá 1 y Caquetá 2, que fueron implementados por el 
INCORA. Los dos proyectos lograron que un número considerable de hombres y mujeres 
campesinas, que en sus regiones de origen eran minifundistas, jornaleros y peones, 
obtuvieran propiedades y consiguieran hacer el tránsito de un sistema agrícola de 
subsistencia a la actividad ganadera. Pero no lograron la superación de las tensiones 
sociales y políticas derivadas del problema agrario que el Estado buscaba solucionar a nivel 
nacional con la colonización. Esto, ya que la colonización dirigida incentivó la colonización 
espontánea, la cual terminó por rebasar la capacidad del Estado de regularla, y también 
desplazó el ciclo migratorio: ya no hacia el piedemonte sino hacia la llanura amazónica en 
los cursos medios y de los ríos Guayas, Caguán, Orteguaza y Caquetá (Incora, 1972 y 1974; 
Marsh, 1983; Mora, 1987; Serrano, 1994). 
 
Al lado de esta colonización dirigida y espontánea, en esa etapa es necesario destacar la 
colonización empresarial, el fortalecimiento del Estado y el monopolio de la representación y 
la mediación política de los partidos tradicionales que tuvieron su máxima expresión en la 
hacienda Larandia y en el cacicazgo del político liberal Hernando Turbay, que se extendió 
desde 1960 hasta mediados de los años 90. 
 
En el primer caso se trató de la gran hacienda de Oliverio Lara y sus hermanos, que llegó a 
ser considerada la de mayor tamaño en el país, pasando de tener en 1935 un total de 1794 
hectáreas a 35.000 hectáreas, en 1965, incluso alcanzó a manejar un presupuesto mayor 
que el de la entonces intendencia del Caquetá (Brucher, 1974; Artunduaga, 1987; Cubides, 
Jaramillo y Mora, 1989; Sinchi, 2000; Serrano, 1994; González, Ramón y Torrijos, 2003). En 
el segundo caso se trató del político liberal oficialista Hernando Turbay, quien poco a poco 
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se convirtió en el principal dirigente del departamento, mediante sus prácticas clientelistas y 
corruptas (Ciro, 2012 y 2013). 
 
La crisis del modelo colonizador, la guerra del Caquetá y la economía de la coca, 1978- 

1988.  

En este periodo la crisis del modelo colonizador en el Caquetá provocó la trasformación de 
la movilidad poblacional en dos modalidades: la denominada migración de retorno hacia los 
casos urbanos y la colonización de la llanura selvática, hacía los llanos del Yarí, el medio y 
bajo Caguán, y las partes altas, medias y bajas del rio Caquetá. La movilidad poblacional se 
había trasformado: el departamento ya no sólo era receptor de población, también registraba 
movilidad interregional.  

Igualmente, se produjeron cambios en la economía ganadera: en el piedemonte se pasó del 
predominio de la ganadería productora de carne a la ganadería de doble propósito. Y en la 
llanura selvática, al poblamiento asociado con las ofensivas militares contra las Repúblicas 
Independientes y la violencia política de los años 50 y 60 se agregó otro flujo de población, 
en su mayoría colonos que no lograron consolidarse en el piedemonte. Esa colonización 
pasaría a una nueva etapa con la inserción y auge de la economía cocalera en el medio y 
bajo Caguán, en los años 80. La colonización cocalera y la presencia de las Farc serían 
definitivas en la construcción de las relaciones conflictivas entre el Estado Central y el 
campesinado.  

En el ámbito político era evidente la pérdida de la capacidad de representación de los 
políticos tradicionales, que habían monopolizado el poder regional. Esa crisis generalizada 
incentivó el auge de la protesta social cívica y campesina, que luego fue instrumentalizada 
por el del M-19 y las Farc-ep. 

El culmen de la crisis y del punto de inflexión sería la denominada Guerra del Caquetá, que 
se produjo en el contexto de la implementación del Estatuto de Seguridad adoptado por el 
presidente Turbay Ayala y consistió en una ofensiva militar como respuesta a la creación del 
Frente Sur del M-19 y a las sucesivas tomas de poblaciones y ataques guerrilleros de las 
Farc-ep y el M-19.  

Estos hechos desataron la militarización de la región, así como asesinatos, torturas, 
desapariciones, violencia sexual y detenciones por parte de miembros del ejército contra 
dirigentes sociales, políticos y la población campesina, y controles excesivos a la 
movilización de la población y bienes de subsistencia (Molano y Reyes, 1978; Mora, et al, 
1987; Cinep, 1982; Delgado, 1987; Conferencia Episcopal de Colombia, 2004; Valencia, 
1998).  

Según cifras del Cinep (1982), entre 1979 y 1982 fueron asesinados 144 campesinos y 240 
sometidos a torturas, detenciones arbitrarias y tratos crueles. La represión generalizada del 
Estado y la consiguiente respuesta militar por parte de los grupos armados encontró en la 
crisis del modelo colonizador y en las tensiones políticas y sociales la oportunidad para la 
reproducción regional de la violencia en el Caquetá. 

El frustrado proceso de paz entre las guerrillas y el gobierno Betancur (1982-1986) no solo 
reforzó la diferenciación territorial sino que facilitó la mayor imbricación del conflicto armado 
con las tensiones políticas y sociales del departamento. En un primer momento, en el ámbito 
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político se presentó un relativo aumento de la izquierda producto del optimismo del proceso 
de paz y la apertura democrática, pero luego esa ampliación de la comunidad política se 
revertería rápidamente por cuanto amenazaba con reconfigurar el orden político regional y 
local, dando lugar a un nuevo ciclo de violencia (Carroll, 2011). 

El proceso de paz de mediados de los 80 se puede sintetizar de la siguiente manera: se 
pasó gradualmente de un escenario de apertura política y espacios de concertación para 
enfrentar los graves problemas económicos y sociales de la región, a una disputa violenta 
por el poder local y a la intensificación de la confrontación armada entre la guerrilla y las 
Fuerzas Armadas. Es en ese preciso momento cuando la economía cocalera y la extracción 
de rentas que de ella hacen las Farc-ep permitieron redefinir el papel del movimiento 
guerrillero en la región, dando comienzo al proceso de fortalecimiento de esta guerrilla en el 
noroccidente del departamento, el medio y bajo Caguán, y los inicios de su expansión hacia 
el sur (Sinchi, 2000 y Vásquez, 2013). 

La violencia contemporánea 1988-2012. 

En estos años se hizo más evidente la imbricación entre las lógicas nacionales del conflicto y 
las tensiones de la sociedad regional. Además, la bonanza de la coca continúo alimentando 
la afluencia de población en las partes medias y bajas de los ríos Caguán y Caquetá. Por 
ejemplo, Cartagena del Chairá se convirtió en un eje central del proceso de colonización 
cocalera y la frustración que causó el fallido proceso de paz y desarrollo de mediados de los 
años 80 profundizó el distanciamiento entre las comunidades locales y el Estado, reforzando 
el orden guerrillero y la condición del medio y bajo Caguán, territorio estructurado por el 
conflicto. Esa situación se concretaría, en primer lugar, en criminalización de la comunidad 
campesina cocalera por parte del Estado. Esta población responde con las multitudinarias 
marchas campesinas de 1996. Y en segundo lugar, en el predominio de las Farc-ep como 
actor capaz de imponer un tipo de orden alternativo y un control territorial, haciendo que el 
Estado dispute de manera esporádica ese dominio de la guerrilla (Vásquez, 2013).  

Desde finales de los años 90, el Estado, presionado por la comunidad internacional -en 
particular por los Estados Unidos-, decide darle el mismo tratamiento al problema de los 
cultivos uso ilícito y a la lucha contrainsurgente, hecho que se concretó en el Plan Colombia. 
Este sería uno de los principales factores de discordia de las frustradas negociaciones entre 
las Farc-ep y el gobierno Pastrana. Esa situación se agudizó durante los dos gobiernos de 
Álvaro Uribe (2002-2010), en el contexto internacional de la lucha contra las drogas y el 
terrorismo, cuando el medio y bajo Caguán se convirtieron en un objetivo central en la 
política de Seguridad Democrática por medio de grandes operaciones militares dirigidas 
contra esta guerrilla. 

En el campo político las transformaciones fueron evidentes. Así, en primer lugar, entre 1990 
y 2010 se produjo la definitiva pérdida del protagonismo de la izquierda, el afianzamiento de 
los liberales turbayistas y el repunte del Partido Conservador para el final del periodo. Y, en 
segundo lugar, las Farc-ep renunciaron a la posibilidad y oportunidad de ampliar su 
influencia social y política mediante la participación electoral, tras el fracaso del experimento 
de la Unión Patriótica (UP), e iniciaron la práctica de abstenerse de participar directamente 
para hacerlo indirectamente, es decir, por medio de un control y ñfiscalizaci·nò a la gesti·n 
de los alcaldes elegidos. Luego, desde 1997, comenzaron una nueva etapa, centrada en el 
sabotaje y la prohibición de las elecciones locales y regionales para anular cualquier vestigio 
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de presencia estatal e institucional en sus zonas de influencia para consolidar una especie 
de ñpoder dualò (Cubides, 2005; Vásquez, Vargas y Retrepo, 2011, Vásquez, 2013 y Ciro 
2013).  

En resumen, el recuento de los procesos políticos, sociales y económicos de la historia del 
Caquetá muestra que el conflicto armado y su presencia diferenciada en el tiempo y el 
espacio se explican por la persistencia de problemas de larga duración, como son: la no 
solución de tensiones económicas y sociales, especialmente del sector rural, que han 
impedido el ejercicio de una ciudadanía efectiva por parte de grandes sectores de la 
población; y en el ámbito político, por un proceso inacabado de la construcción del Estado 
que se expresa en una presencia diferenciada de las instituciones, y en una articulación de 
las regiones y localidades por medio de los poderes regionales y locales previamente 
establecidos.  

En el caso de Caquetá, esto se concretó en los diferentes momentos de descomposición y 
recomposición de la economía campesina ante el avance de la ganadería; en los flujos de 
población derivados de la no resolución del problema agrario en la región andina; en la 
presencia diferenciada de Estado; en los distintos procesos de la articulación política que 
implicaron una distribución desigual del acceso al poder político de la izquierda y los partidos 
tradicionales, y en las dinámicas diferentes del conflicto armado (Vásquez, 2013). 

2. La dimensión política en el Caquetá: presencia diferenciada del Estado y la 

disputa violenta por el poder político regional. 

 

En este apartado se abordará la dimensión 

institucional, estatal y política en relación 

con las dinámicas del conflicto armado y la 

violencia política como factores que 

afectan la gobernabilidad, la calidad de la 

democracia regional y el ejercicio de una 

ciudadanía efectiva. Así, esta parte está 

dividida en las siguientes secciones: en 

primer lugar, se hace un recuento del 

proceso de formación histórica del Estado 

en el departamento; en segundo lugar, se 

aborda el tema de la política electoral y su 

relación con la violencia política, y en 

tercer lugar se hace un recuento de la 

actual situación de la calidad del Estado en el departamento y sus municipios, a partir de los 

indicadores de eficiencia y del desempeño fiscal del Departamento Nacional de Planeación 

(DNP) (ver mapa 1). 

 

La conformación de Estado en Caquetá y sus etapas.    
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En el Caquetá, la relación entre el Estado Central ha atravesado distintos momentos en 
cuanto a los discursos y prácticas de desarrollo sobre los cuales se ha orientado la acción 
pública: del discurso civilizador de las misiones católicas de comienzos del siglo XX se pasó 
al discurso y práctica reformistas y paternalistas de la colonización dirigida de los años 
sesenta; y luego, desde los años 80, ha imperado el discurso y la práctica de la 
normalización de la región, en cuanto territorio donde convergen la economía ilegal y los 
grupos armados. 

En el Caquetá en general y en el Caguán en particular se encuentra un caso específico de la 
presencia diferenciada del Estado (González, Bolívar y Vásquez, 2003), esto es que el 
Estado hace presencia de manera indirecta o por medio de un ñarregloò con las ®lites 
regionales y locales. Ese proceso se expresó en las diferentes legislaciones y cambios de 
estatus que el Estado realizó a través de sus leyes sobre el actual territorio del Caquetá: 
desde su instauración como comisaria en medio de auge cauchero, pasado por su elevación 
a intendencia en medio de la violencia de los años 50 y la creación del departamento, 
cuando se desarrollaba la Guerra del Caquetá, en 1980. 

Desde el inicio mismo de la ocupación del territorio del piedemonte fue definitivo el papel del 
Estado en las tensiones y alianzas que se construyen entre los intereses de las élites locales 
y regionales y la presencia y regulación del Estado, lo que contrasta con las relaciones 
conflictivas y antagónicas que se han conformado con la población de las zonas de 
colonización y con la población campesina cocalera, a tal grado, que estas relaciones se 
definieron por la convergencia territorial entre las Farc-ep y la colonización cocalera.  

Estas relaciones antagónicas tuvieron su mayor expresión en dos momentos: entre 1984 y 
1988, con el fallido intento de construir un plan de desarrollo participativo para estabilizar el 
proceso colonizador en medio del proceso de paz entre el gobierno y la guerrilla; luego en 
1996, cuando se produjeron las multitudinarias marchas de 1996 en respuesta al tratamiento 
punitivo y de criminalización que el Estado dio a la problemática de los cultivos de uso ilícito.  

En resumen no se trata del argumento según el cual buena parte de los conflictos del 
Caquetá y de las zonas de colonización se relacionan con la ausencia de Estado 
(Conferencia Episcopal, 2004 y 2006; Sinchi, 2007). Ni tampoco, de la llamada cooptación 
del Estado por parte de los grupos armados (Arco Iris, 2007).  Más bien se trata de analizar 
con detalle las vicisitudes de la política local, sus prácticas y las relaciones fluidas que los 
actores políticos establecen con los grupos armados y el Estado. Esto para mostrar que se 
trata de un proceso de construcción estatal entrelazado con la conformación de la clase 
política regional, que se va tejiendo en una trama de interacciones fluidas en la que 
intervienen los actores políticos, grupos armados y las adaptaciones que, en ámbito regional, 
se hacen de los diseños y de las transformaciones institucionales realizadas a escala 
nacional (Ciro, 2013). 

Más que la dicotomía entre ausencia de Estado o el papel definitivo de éste en el modelo de 
capitalismo agrario y sus consecuentes conflictos sociales, económicos, políticos, muchas 
veces violentos, es necesario reexaminar las relaciones que históricamente se han dado 
entre el Estado y la sociedad regional del Caquetá. Ello muestra un patrón dual. Cuando se 
trata de políticas estatales progresistas que socavan los intereses de las élites regionales se 
produce una reacción o resistencia de esas élites a la política del Estado Central, pero 
también se observa que, al mismo tiempo que se oponen, las élites locales encuentran las 
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vías, acuerdos y arreglos para adaptarse a la nueva situación y poner a su favor dichos 
objetivos reformistas del Estado, como parece ser el caso de los proyectos de colonización 
dirigida y de fomento de los años 60 y 70 (Vásquez,2013). 

 

Política, elecciones y violencia en el Caquetá. 

La historia política del Caquetá, si bien se encuentra inscrita en la lógica bipartidista 
nacional, está más ligada al predominio electoral del Partido Liberal, producto del proceso de 
poblamiento que vivió el departamento a comienzos de siglo XX, época durante la cual se 
presentó una fuerte migración de liberales y conservadores como resultado de la violencia 
generada por la guerra de los Mil Días. De igual forma, en los años 30 y 40 se presentó una 
oleada de colonización en el sur del departamento que fue orientada por los capuchinos. 
Estos colonos respondían a identidades políticas adscritas al Partido Conservador. Luego se 
produce la migración de miles de mujeres y hombres campesinos liberales y comunistas, en 
su mayoría del Huila y el Tolima, que huían de la violencia y los conflictos agrarios. Estos 
procesos migratorios influyeron de forma decisiva en el desarrollo político del departamento. 

Los partidos tradicionales han monopolizado, sí que quiere, la representación política del 
departamento en cuanto a participación de cuerpos colegiados, pero especialmente, los 
órganos que permiten la mediación y articulación entre la región y el Estado Central, como el 
Congreso de la República. Este comportamiento de dominio total de liberales y 
conservadores, sin embargo, tiende a modificarse durante los últimos años, como se ve más 
adelante.   

En la Cámara de Representantes, los partidos Liberal y Conservador han jugado un papel 
preponderante en todas las elecciones, desde 1986 hasta el 2010, siendo sólo en los 
comicios de 2006 cuando no obtuvieron ningún escaño, por lo menos de forma nominal, ya 
que fueron los nuevos partidos (Movimiento de Participación Popular y el Partido de la U) los 
que alcanzaron las dos curules departamentales dejando por fuera a los liberales. En las 
elecciones de 1986, entre tanto, la izquierda desplazó al Partido Conservador de su curul 
tradicional (ver gráfica 1).  

 

 

Fuente: Registraduría Nacional del Estado Civil. Cálculos del autor. 
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No obstante el predominio de los dos partidos tradicionales durante varios años, es 
interesante analizar cómo las terceras fuerzas o los denominados ñotros partidosò han 
comenzado a influir decididamente en los procesos electorales en lo relativo a cuerpos 
colegiados y en los escaños en corporaciones de carácter nacional (ver gráfica 2). 

 

 

Fuente: Registraduría Nacional del Estado Civil. Cálculos del autor. 

 

En 1998 y 2002, si bien son los mismos partidos tradicionales los que ganaron las dos 
curules para Cámara por Caquetá, no lo hacen exclusivamente bajo sus denominaciones, 
liberal y conservador. Sino que, producto de la apertura democrática de 1991, la cual generó 
una explosión de múltiples partidos en las elecciones, se hizo necesario que estas 
colectividades realizaran alianzas para mantenerse en los cargos de libre elección. Es así 
como en 1998 el Partido Conservador, con Luís Fernando Almario Rojas, consigue mantener 
su curul pero esta vez bajo una coalición con el Partido Popular Colombiano y el Movimiento 
Nacional Conservador, logrando la más alta votación departamental, con 15.398 votos. Por 
su parte, el Partido Liberal oficialista conserva su curul en cabeza de Diego Turbay Cote, con 
11.782 votos. Es necesario aclarar que en ese momento la fuerte presión armada de las 
Farc-ep en Cartagena del Chairá, prohibiendo la participación electoral de la población del 
municipio y con constantes amenazas contra los y las candidatos, llevó a que no pudieran 
adelantarse campañas en las áreas rurales, alterando de esta forma el normal desarrollo del 
proceso electoral.  

Para el año 2006 los dos partidos tradicionales pierden su puesto en la Cámara, pero no así 
los representantes que habían ganado bajo su respaldo cuatro años antes, ya que Luís 
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Fernando Almario y Luís Antonio Serrano conservaron sus curules bajo los avales de nuevos 
partidos. Almario gana con la mayor votación departamental y, por su parte, Serrano se 
lanza con el aval del Partido Social de Unidad Nacional o Partido del Partido de U, 
alcanzando la segunda votación.  

Para el año 2010, sólo Serrano logra mantener su curul con el mismo partido, el Partido de 
la U, compartiendo la representación departamental con un miembro de su anterior partido, 
el liberal Álvaro Pacheco Gómez, quien obtiene un 22.03% (15.497 votos) respecto del 
20.46% de Serrano (14.398 votos). 

Es decir, desde 1986 hasta el 2010 las dos grandes colectividades tradicionales han 
monopolizado la representación departamental en la Cámara de Representantes. Y si bien 
nominalmente los dos partidos no lograron mantenerse en los comicios de 2006, es preciso 
estudiar con mayor profundidad las identidades que los nuevos partidos ganadores tienen 
detrás de sí mismos y si, realmente, muestran la renovación del panorama político 
departamental. Aún más cuando las dos curules obtenidas fueron para las mismas personas 
que cuatro años antes las habían alcanzado a través de los dos partidos tradicionales. Pues 
aunque pareciera que la mayor participación de nuevos partidos responde al inicio de una 
etapa de apertura democrática a nivel electoral, lo cierto es que muchos de los y las 
candidatas confiesan abiertamente la adscripci·n ñideol·gicaò con uno u otro partido 
tradicional. Esta situación permite concluir que más bien se trata de las mismas prácticas 
políticas con nuevos membretes. 

 

La política local en San Vicente del Caguán y Cartagena de Chairá: entre el Partido Liberal y 
la izquierda.  

Una comparación del comportamiento político en estos dos municipios ilustra las diferencias 
territoriales de la relación entre violencia y política en el Caquetá: mientras en San Vicente 
del Caguán las identidades políticas de la población están adscritas mayoritariamente al 
Partido Liberal, en Cartagena del Chairá están adscritas a la izquierda política, existe una 
fuerte organización comunitaria y una larga tradición de protesta social, tanto por parte de 
hombres como de mujeres.  

Esa situación es resultado de 
trayectorias históricas 
diferentes, pues en San 
Vicente del Caguán la 
conformación de un notablato 
local se trasformó en una elite 
local y regional con mayor 
relacionamiento con las redes 
políticas nacionales, mientras 
que en el medio y bajo Caguán 
las Farc-ep, al igual que en 
otras regiones, asumieron el 
papel de mediadores políticos, 
subordinaron los aparatos 
clientelistas de los partidos       Fuente: Registraduría Nacional del Estado Civil. Cálculos del autor 
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tradicionales y se constituyeron en cuasi-Estado primitivo con alcances a escala local 
(Vásquez, 2013) (ver gráficas 3 y 4).  

 

. 

 

 

   

 

                 1988    1990     1992    1994     1997   2000     2003       2007   2011 

Fuente: Registraduría Nacional del Estado Civil. Cálculos del autor 

 

Para las elecciones de 1990, si bien el liberalismo en cabeza de Turbay dominó las alcaldías 
departamentales, ganando en 14 de los 15 municipios, la excepción a su poderío lo presentó 
paradójicamente San Vicente del Caguán. En las siguientes elecciones de 1992, 1994 y 
1997 los liberales retoman el predominio aunque con porcentajes de votación mucho más 
discretos que el presentado en 1988. Para el año de 1997, aunque pareciese que el Partido 
Liberal retoma su senda victoriosa en el municipio ganando con un amplio margen de 
ventaja su candidato Omar García Castillo (72.01% de los votos), la verdad es que para este 
año la enorme presión militar ejercida por la guerrilla no permite que se lleven a cabalidad 
los comicios. 

En las siguientes tres elecciones -2000, 2003 y 2007- el Partido Liberal, duramente afectado 
por la pérdida de su cacique electoral ïHernando Turbay-, la posterior masacre acaecida 
sobre esta familia a manos de las Farc-ep y las nuevas formas de hacer política a través de 
la asignación de avales a candidatos conlleva a la pérdida de su poderío en la alcaldía de 
San Vicente del Caguán. En estos años son electos: en el 2000, Néstor León Ramírez 
Valero, avalado por el partido Verde Oxígeno (quien posteriormente pasaría a engrosar las 
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filas liberales para la Asamblea de 2011 por el Partido Conservador); seguido muy de cerca 
por Josué Durán Bravo, del Movimiento Político Comunal y Comunitario1 y quedando 
relegado al último lugar el Partido Liberal, con tan sólo el 18% de los votos. Lo anterior a 
pesar de las presiones y el favoritismo que la guerrilla demostró al candidato del Movimiento 
Político Comunal y Comunitario en medio de la Zona de Distensión. 

En el año 2003 es electo Edwin Alberto Valdés Rodríguez del Movimiento de Integración 
Regional, seguido muy de cerca, y en plena recuperación, por el Partido Liberal, con Omar 
García Castillo, y en último lugar quedaría Julio Cesar Carrillo Andrade, del Partido Unidad 
Democrática, con el 8.8%. 

Para el año 2011 la alcaldía la gana un partido de izquierda, el Polo Democrático Alternativo 
con Domingo Pérez, quien en esta ocasión alcanza un porcentaje de votación de 45.51%, 
muy por encima de los otros competidores. El segundo puesto fue para Humberto Sánchez 
Cedeño, del Partido Social de Unidad Nacional (17.24%), seguido de Omar García Castillo, 
antiguo alcalde liberal y quien se presenta con el partido Cambio Radical (11.76%) y otro ex 
alcalde, Edwin Alberto Valdés Rodríguez (9.09%), quien aspiró por el Partido Verde. El 
Partido liberal, con Arcenio Novoa Bejarano, sólo le alcanzo la votación para el 4.55%, en el 
quinto lugar, muy lejos de las votaciones de antaño. El Partido Conservador también 
participó obteniendo tan solo 2.70%, al igual que la ASI, que llega escasamente al 1.41%. 

La importancia de la elección de Domingo Pérez en el 2011 residió en que expresó una 
protesta indirecta de la población duramente afectada por la arremetida militar producto de la 
Política de Seguridad Democrática del gobierno Uribe. Esa política afectó tanto a sus 
habitantes, a través del señalamiento y el ataque militar, que los condujo a votar por una 
opción alternativa, contrario a lo que se esperaba de ella. Además, su triunfo fue significativo 
para los partidos de izquierda al retomar la alcaldía en un municipio de enorme influencia 
liberal. 

En el caso de Cartagena del Chairá, los resultados de los últimos comicios se ilustran en las 
gráficas 5 y 6. 

 

 

 

 

 

 

                                                           
1
 El Movimiento Político Comunal y Comunitario va a comenzar a constituirse como una de las fuerzas alternativas con 

mayor fuerza en el departamento. 
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Fuente: Registraduría Nacional del Estado Civil. Cálculos del autor  

 

 

 

 

Fuente: Registraduría Nacional del Estado Civil. Cálculos del autor 

 

Estos resultados electorales mostraron un amplio apoyo popular para la izquierda, reflejado 
en la primera elección popular realizada en 1988, la cual ganó la Unión Patriótica. Sin 
embargo, la violencia política contra este partido permitió que los liberales asumieran el 
poder en los dos periodos siguientes, 1990 y 1992, y que la izquierda retomara el poder sólo 
hasta 1994. Luego, en 1997, 2000 y 2003, la guerrilla prohibió la realización de las 
elecciones y amenazó de muerte a quienes se postularon como candidatos para alcaldías y 
concejos, razón que llevó a la suspensión de las elecciones en dos ocasiones, en 1997. 
Situación similar se vivió durante 2000 y 2003, cuyas elecciones finalmente se efectuaron en 
fechas diferentes a calendario electoral y con altísimos niveles de abstención. 

Posteriormente, los comicios de 2007 y 2011 se realizaron en las fechas normales del 
calendario electoral, en buena medida por una mayor presencia de la Fuerza Pública en los 
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centros poblados, pero las cifras de abstención aún fueron muy altas por el excesivo control 
por parte de la guerrilla en las zona rurales y la inconformidad popular por las aparentes 
conductas corruptas de los alcaldes del Polo Democrático. Esto implicó que el Partido 
Conservador lograra la alcaldía municipal en los dos últimos periodos, 2007 y 2011. La 
violencia ejercida sobre la UP durante los años 80 y 90 produjo la radicalización de la 
guerrilla. De los intentos de participación política, la guerrilla pasó a la prohibición de las 
elecciones y a las acciones violentas contra los comicios. Esto conllevó a la pérdida de 
protagonismo de la izquierda electoral a nivel municipal, a pesar de la influencia y peso 
histórico de la guerrilla en esta localidad.  

Si bien los partidos tradicionales han monopolizado, si se quiere, la representación política 
del departamento en cuerpos colegiados, esto se ha dado especialmente en los que 
incorporan una mayor interrelación política entre las regiones y el Estado central, lo que 
permitiría afirmar que para obtener una curul de elección popular en un escenario de 
importancia nacional esta debía adelantarse bajo la tutela de los partidos tradicionales.  Sin 
embargo, este comportamiento de dominio total de liberales y conservadores tiende a 
modificarse durante los últimos años en la medida en que se baja en la escala político-
administrativa del Estado. 

En síntesis, el panorama político del Caquetá se puede resumir en tres momentos: durante 
el Frente Nacional, la hegemonía política y electoral estuvo dominada por los partidos 
tradicionales, especialmente por el ala oficial del Partido Liberal, bajo el cacicazgo del ya 
mencionado Hernando Turbay, quien, en la práctica, intermedió la presencia del Estado a 
través de redes clientelistas y con gran habilidad para transar con la guerrilla. Esa 
hegemonía fue parcialmente contestada por fuerzas políticas como MRL en los años 60, la 
ANAPO en los años 70 y la Unión Patriótica en la década del 80 y comienzos de los 90. Lo 
anterior porque, a diferencia de otras regiones del país, la fuerza electoral de los grupos 
políticos por fuera del bipartidismo ha sido significativa en este departamento (Ciro, 2013).  

Posteriormente, en los años 90, la apertura y la violencia política produjeron el fin de la 
hegemonía Turbayista, la desaparición de la izquierda electoral y la explosión de diversas 
agrupaciones políticas. De un lado, porque el turbayismo no se pudo adaptar a los nuevos 
diseños institucionales introducidos por la Constitución de 1991. Y de otro, porque ese nuevo 
diseño institucional y la crisis de los partidos tradicionales produjeron la aparición aparente 
de nuevas fuerzas políticas, pero que en realidad expresaban la continuidad de las mismas 
prácticas (Ciro, 2013). Es decir, como indica Gutiérrez (2006), los políticos regionales 
mostraron una gran capacidad de adaptación a las nuevas reglas del juego.  

Esa situación se hizo más patente en la década del 2000, cuando ni siquiera los intentos por 
fortalecer los partidos lograron disminuir la explosión de las denominadas microempresas 
políticas. En ese momento, con gran capacidad de adaptación, surge la hegemonía de 
Fernando Almario, quien al mismo tiempo que pactaba con las Farc-ep lo hacía con los 
grupos paramilitares. Este político logró en esa década acaparar buena parte del dominio 
político regional, poder que se revirtió una vez comenzó a ser investigado por su presunta 
participación en la masacre de la familia Turbay (Ciro, 2013). 

 

El desempeño del Estado departamental y municipal en el Caquetá 
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La información y medición del desempeño integral permite juzgar y evaluar los resultados de 
las administraciones municipales con respecto al cumplimiento de las metas fijadas en sus 
planes de desarrollo. El Índice de Desempeño Integral está compuesto por los siguientes 
elementos: eficacia, eficiencia, cumplimiento de las regulaciones legales y gestión 
administrativa y fiscal, que permiten evaluar la gestión pública territorial (DNP, 2012: 12). 

En el caso de este Índice por municipios del Caquetá (ver cuadro 1), en primer lugar, cabe 
resaltar que ninguno de los municipios del departamento tuvo un desempeño integral 
clasificado como sobresaliente, es decir ñaquellos municipios que cumplen todas o casi 
todas las metas de sus planes de desarrollo, los bienes y servicios producidos son 
generados con alta eficiencia y tienen la mayor capacidad de gestión administrativa y fiscal, 
son los municipios de mejores pr§cticasò (DNP, 2012: 12). Y tampoco ninguno fue clasificado 
con un desempe¶o integral cr²tico, es decir ñaquellos municipios que no cumplen las metas 
de sus planes de desarrollo o cumplen muy poco y los bienes y servicios producidos son 
generados con ineficiencia, además tienen baja capacidad administrativa y sus finanzas son 
débiles, son los municipios que requieren el mayor acompañamiento para fortalecer su 
capacidad de gesti·n y la rendici·n de cuentasò (DNP, 2012: 12). 

 

Índice de desempeño integral por municipios del Caquetá 

Municipio Índice Clasificación Puesto 

Nacional 

Puesto 

Departamental 

Florencia 79.9 Satisfactorio 97 1 

Solano 74.9 Satisfactorio 236 2 

Solita 74.6 Satisfactorio 256 3 

San José 

De la Fragua 

74.4 Satisfactorio 258 4 

San Vicente del 

Caguán 

71.4 Satisfactorio 372 5 

Belén de  

Los Andaquíes 

70.6 Satisfactorio 399 6 

El Doncello 67.4 Medio 502 7 

Cartagena de 
Chairá 

65.3 Medio 573 8 

Morelia 64.2 Medio 603 9 
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Curillo 64.0 Medio 608 10 

La Montañita 63.5 Medio 624 11 

Paujil 62.1 Medio 653 12 

Puerto Rico 59.9 Bajo 704 13 

Milán 59.1 Bajo 719 14 

Valparaíso 56.3 Bajo 773 15 

Albania 53.7  Bajo 838 16 

Fuente: DNP (2012) y elaboración propia del autor.  

 

En segundo lugar, seis de los municipios de los 15 del departamento presentan un 
desempe¶o integral satisfactorio, definido como ñaquellos municipios que cumplen 
considerablemente buena parte de las metas de sus planes de desarrollo y la mayoría de los 
bienes y servicios son producidos con niveles aceptables de eficienciaésus finanzas son 
estables y han alcanzado capacidades administrativas importantesò (DNP, 2012a:12). 

En tercer lugar cinco de los 16 municipios tuvieron un desempeño integral clasificado como 
medio, es decir ñaquellos municipios que cumplen parcialmente sus planes de desarrollo y la 
eficiencia en la producción de bienes y servicios está en la mitad, además han desarrollado 
a medias su capacidad administrativa y fiscal, estos municipios, requieren aumentar su 
capacidad para cumplir los planes de desarrollo y adelantar acciones para elevar su 
eficiencia en la producci·n de los bienes y serviciosò (DNP,2012: 12). 

Finalmente cuatro de los 16 municipios presentaron características de un desempeño 
integral clasificado como bajo, es decir ñaquellos municipios que cumplen parte de sus 
planes de desarrollo y la eficiencia en la producción de bienes y servicios sigue siendo baja, 
además su capacidad administrativa y fiscal es baja. Estos municipios requieren mejorar su 
capacidad para cumplir sus planes de desarrollo y adelantar acciones para elevar su 
eficiencia en la producci·n de los bienes y serviciosò (DNP, 2012: 12). 

Adicionalmente, la información y medición contenida en el Índice de Desempeño Fiscal 
permite evaluar el estado de las finanzas de los gobiernos territoriales, su sostenibilidad 
financiera, su capacidad de generar rentas propias y su nivel de dependencia de las 
transferencias nacionales (DNP, 2012b: 18, 19). 

En el caso de los municipios del Caquetá, según el DNP (ver cuadro 2), el departamento 
mejoró su desempeño fiscal entre la vigencia 2011-2012, pues para el 2011 el desempeño 
fiscal fue clasificado como vulnerable, situación que mejoró para el 2012, cuando fue 
clasificado como sostenible. Con respecto a su capital Florencia, esta ocupó el puesto 26 
dentro de las capitales departamentales y, además, disminuyó este Índice a tal grado que 
alcanzó el límite de sostenible a vulnerable. 
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Índice de desempeño fiscal por municipios del Caquetá 

Municipio Índice Clasificación Puesto 
Nacional 

Puesto 

Departamental 

Florencia 70.42 sostenible 298 1 

San José de la 
Fragua 

70.18 sostenible 310 2 

Cartagena del Chairá 68.77 vulnerable 369 3 

San Vicente del 
Caguán 

68.30 vulnerable 389 4 

Belén de los 
Andaquíes 

67.31 vulnerable 443 5 

Puerto Rico 66.88 vulnerable 464 6 

La Montañita 65.79 vulnerable 537 7 

Solano 64.55 vulnerable 622 8 

El Doncello 64.00 vulnerable 656 9 

El Pajuil 62.67 vulnerable 742 10 

Curillo 62.32 vulnerable 763 11 

Albania 61.39 vulnerable 825 12 

Morelia 60.64 vulnerable 868 13 

Solita 60.55 vulnerable 872 14 

Milán 57.07 Riesgo 1013 15 

Valparaíso 56.70 Riesgo 1021 16 

Fuente: DNP (2012) y elaboración propia del autor.  

 

Con respecto al comportamiento de este Índice por municipios se destaca que al igual que el 
indicador de desempeño integral, ninguno de los municipios del Caquetá está clasificado en 
el rango superior, es decir que ninguno es solvente. También cabe destacar que dos de ellos 
son sostenibles y 13 de los 16 fueron clasificados como vulnerables, lo que significa que 
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apenas mantienen un nivel de equilibrio relativo en su balance fiscal, dependen de manera 
importante de las transferencias y son entidades expuestas a desequilibrios en sus finanzas. 
Por último, dos municipios del departamento tienen una clasificación de riesgo, según la 
tipología de desempeño fiscal, ya que presentan insuficiencias para generar recursos 
propios, son altamente dependientes de las transferencias nacionales y están en alto riesgo 
de incumplir los límites de gasto contemplados en la ley. 

Comparando el comportamiento de los dos indicadores, en los municipios del Caquetá se 
puede concluir que mientras la situación en relación con el Índice de Desarrollo Integral no 
es tan crítica, sí lo es en cuanto al Índice de Desempeño Fiscal. En ambos índices la capital 
ïFlorencia- ocupó el primer lugar y no se encuentra ningún patrón espacial en la distribución 
de los mismos.  

3. Seguridad, conflicto armado y la afectación de la población. 

Las tendencias temporales contemporáneas del conflicto armado, la violencia asociada a 
este y sus graves consecuencias en la situación de seguridad y derechos humanos para la 
población del Caquetá se puede dividir en las siguientes etapas: entre 1990 y 1997, 
caracterizada por la violencia política por poder local y el estancamiento del conflicto 
armado; posteriormente, entre 2000 y 2006, cuando se desarrollaron los frustrados diálogos 
entre el gobierno de Pastrana y las Farc-ep, que tuvieron como epicentro San Vicente del 
Caguán , y se adelantó la ofensiva militar contra las Farc-ep, implementada por el gobierno 
de Álvaro Uribe con graves consecuencias para los derechos humanos de los habitantes de 
Caquetá; y finalmente, entre 2006 y 2012, cuando se produce la reactivación de esta 
guerrilla ante el agotamiento de la Seguridad Democrática (ver gráfica 7). 

 



 
 

23 
 

 

Fuente: Banco datos de Derechos Humanos, Derecho Internacional Humanitario y Violencia Política- Cinep. 

 

El conflicto amado, paz y la política local: 1990-1997 

A finales de los años 80 y comienzos de la década del 90, los resultados del frustrado 
intento de apertura política y la violencia desatada desde diferentes lados contra el 
oficialismo liberal y la Unión Patriótica empezaban a tener sus consecuencias. El 
turbayismo vio en la Unión Patriótica una amenaza al status quo y reaccionó 
virulentamente para contener el ascenso de esta fuerza política. La irrupción de la 
Unión Patriótica abrió un nuevo ciclo de violencia política, pues varios de sus 
integrantes fueron asesinados, así como también militantes y políticos turbayistas. La 
violencia contra hombres, mujeres, niños y niñas alcanzó proporciones dramáticas. 

En efecto, desde 1987 había comenzado una serie de asesinatos contra líderes y 
lideresas del Partido Liberal. En ese año fueron asesinados un diputado; en enero de 
1988, uno de sus dirigentes locales, un alcalde, una candidata a la alcaldía de Puerto 
Rico y un liberal turbayista candidato a la alcaldía de Florencia. En mayo de 1991 
fueron asesinados dos periodistas que trabajaban en el radioperiódico fundado por 
Hernando Turbay. A tal grado había llegado la violencia que en señal de protesta el 
liberalismo oficial amenazó con retirarse de los comicios electorales de ese momento 
(Mojica, 2000; Ciro, 2012 y 2013). 

La violencia contra los líderes y lideresas e integrantes de la Unión Patriótica fue aún 
más dramática: entre 1986 y 1993 fueron asesinados 23 de sus miembros (Romero, 
2013). 
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Para comienzos de la década del 90, el liberalismo se había consolidado en el 
dominio político regional, lo que se concretó con el triunfo en la primera elección 
popular de gobernadores por parte de un candidato del turbayismo. La Unión 
Patriótica se hallaba prácticamente extinguida y el Partido Conservador había sufrido 
un retroceso considerable, incluso en su antiguo bastión, en el sur del Caquetá 
(Carroll, 2011; Ciro, 2012). 

Si bien entre 1988 y 1994 la intensidad del conflicto armado fue baja en comparación 
con toda la serie, presentó aumentos en ciertas coyunturas. El alza en los años 1990 
y 1991 se relaciona con el irreversible deterioro del proceso de negociación que el 
gobierno de Barco había heredado de su antecesor y con el asalto a Casa Verde 
(sede de secretariado de las Farc-ep) por parte de la Fuerza Pública y la consiguiente 
respuesta de esta guerrilla.  

Durante el gobierno de Samper se presentó un estancamiento en la intensidad del 
conflicto armado. Se trataba, sin duda del reacomodamiento por parte de las Farc-ep 
a la nueva estrategia lanzada en la Octava Conferencia y, por otro lado, a la parálisis 
del actuar de la fuerza pública, producto de la crisis de gobernabilidad ocasionada por 
el escándalo del denominado proceso 8000. En efecto, en 1994 y 1997 se alcanza 
uno de los menores niveles de intensidad del conflicto para la serie. Pero cabe 
destacar que en 1998 se dio un aumento como resultado de la preparación de los 
diálogos y los comienzos de la entrada en vigencia de la Zona de Distensión. 

 

Entre la paz y la guerra: 1998-2006. 

En octubre de 1998, el gobierno de Pastrana firmó la resolución por medio de la cual se 
establecía la Zona de Distensión, la cual abarcaba cinco municipios, entre los cuales estaba 
San Vicente del Caguán, escenario principal de los frustrados diálogos. El despeje y la 
desmilitarización de esta zona generaron una reducción de la violencia asociada al conflicto 
armado, pero a su vez, su trasladó a las regiones vecinas (Vicepresidencia, 2003; Vásquez, 
Vargas y Restrepo, 2011).  

La guerrilla utilizó la zona para, desde allí, construir corredores militares en función de sus 
objetivos de expansión militar y territorial. Uno de estos corredores comunicaba el Caguán 
con el Pacífico a través del sur del Tolima, el norte del Huila, el sur del Valle y el norte del 
Cauca, todas regiones contiguas del Macizo del Nevado del Huila. Otro corredor se extendía 
desde el sur de Caquetá y la bota caucana, y a través del Macizo Colombiano y el Valle del 
Patía, y buscaba una salida al pacífico nariñense. Con un tercer corredor, las Farc-ep 
buscaban asegurar tránsito entre los llanos del Yarí, el medio y bajo Caguán y el río 
Guaviare para neutralizar el cerrojo que los paramilitares y la Fuerza Fuerza Pública habían 
construido alrededor de la Zona de Distensión, que fue especialmente notorio en la región 
del Ariari por el norte y por piedemonte sur y central de Caquetá. En estas últimas regiones 
los paramilitares habían logrado alguna inserción y control territorial, incluso en los barrios 
marginales de Florencia se enfrentaron a los milicianos de la guerrilla (Vásquez, Bolívar, 
González, 2003; Vargas, 2003; Vicepresidencia, 2003; Conferencia Episcopal, 2004, 
Molano, 2004; Vásquez, Vargas y Restrepo, 2011).  

En el sur de Caquetá, el epicentro de los grupos paramilitares se localizaba en el municipio 
de Morelia: las actividades de estos grupos se intensificaron a partir de finales del 2002 para 
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construir un corredor de seguridad sobre el río Orteguaza-Alto Caquetá y controlar también 
la interconexión entre el Bajo y Medio Caguán (Vargas 2003). Otro municipio base de los 
grupos paramilitares fue El Doncello, quienes, en contraste con la guerrilla, establecieron allí 
una relación diferente con la institucionalidad: mientras la guerrilla buscaba torpedear el 
desarrollo de las administraciones municipales y de la vida política local, los paramilitares, tal 
vez como contraoferta, enfatizaron la obligaci·n de exigir ñla normalidadò del funcionamiento 
del municipio, incluyendo la alcaldía. 

Para el 2003 era evidente la disputa territorial entre los grupos paramilitares y la guerrilla. 
Los primeros se extendían desde el Bajo y Medio Putumayo pasando por el sur del 
departamento del Caquetá en dirección sur-norte para ejercer presión sobre el Caguán, 
donde se enfrentaban a la guerrilla, que operaba en sentido contrario y avanzando desde la 
región del Caguán, o sea en sentido norte-sur. 

Pero no todo fueron ventajas militares para la guerrilla durante la Zona de Distensión. La 
ayuda militar del Plan Colombia y la concentración de un gran número de combatientes en 
dicha zona permitió que la Fuerza Pública tuviera una mayor capacidad de reacción para 
contrarrestar sus posibles ataques. En ese objetivo fue vital el uso de las ayudas 
tecnológicas, logradas con recursos del Plan. La concentración de tropas en este territorio, 
con el fin de garantizar la seguridad de los miembros del Secretariado, de los comandantes 
de Bloque y de los diferentes integrantes de la Mesa de Negociación le restaron movilidad, 
de tal suerte que lo que en un comienzo fue una gran fortaleza para este grupo armado se 
fue convirtiendo, con el tiempo, en una gran debilidad militar (Vicepresidencia, 2003). 

En el ámbito político, las Farc-ep desarrollaron una estrategia basada en amenazas, 
intimidaciones y vetos contra funcionarios públicos, que buscaba generar una ausencia total 
de las autoridades estatales en la región (Vicepresidencia, 2003). El hecho violento más 
directamente asociado a la política regional fue la masacre de la familia Turbay Cote, 
perpetrada por esta guerrilla el 29 diciembre del 2000. Además, asesinaron a no menos de 
26 mujeres y hombres, principalmente taxistas, con el objetivo de eliminar todos los testigos 
que tuviesen información relacionada con la masacre (Arana, 2002; El Tiempo, 5 de mayo 
de 1997; Base de datos Derechos Humanos y violencia Política-CINEP). 

No obstante, debe señalarse que las relaciones entre las Farc-ep, la política local y la 
población oscilaron, por un lado, entre la cooperación y el conflicto, y la competencia y la 
asociación, por el otro. Al inicio de la Zona de Distensión fue evidente la perplejidad y 
desconfianza de las administraciones locales. La población de San Vicente del Caguán 
mantuvo una relación de confrontación con esta guerrilla, a la vez que exigía al Estado 
mayor claridad en aspectos como seguridad, justicia, bienestar y desarrollo. En un segundo 
momento, se construyeron algunas confianzas mínimas que permitieron establecer las 
reglas del juego. Finalmente, en un tercer momento, la posición de las autoridades y la 
población fue de temor e incertidumbre ante las recurrentes crisis del proceso de paz, que 
amenazaban con el final de la Zona de Distensión, un escalamiento del conflicto por la 
recuperación militar de la zona por parte de las fuerzas estatales y una posible retaliación de 
los grupos paramilitares contra quienes establecieron, en mayor o menor medida, relaciones 
con este grupo armado. 

Las relaciones de las Farc-ep con la población civil fueron también diferenciadas espacial y 
socialmente. De un lado, desarrollaron procesos organizativos con la población de los 
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barrios más pobres del municipio y, además, desplegaron diversas estrategias de promoción 
entre jóvenes -hombres y mujeres- urbanos para enrolarlos en sus filas. En cambio, en las 
zonas rurales siguieron desarrollando el fortalecimiento de las comunidades campesinas y 
los procesos organizativos dirigidos a presionar al Estado por medio de las juntas de acción 
comunal. Efectivamente, desde antes, la guerrilla mantenía un control sobre zonas rurales 
de San Vicente del Caguán, que aún eran frentes activos de colonización como Caquetania, 
Las Delicias, La Cristalina, La Sombra, Los Pozos y San Juan de Losada en la frontera con 
el departamento del Meta. Sin duda, eso explica que algunos de estos sitios fueran centrales 
en los diálogos con las Farc-ep: los Pozos fue la sede principal de los diálogos y escenario 
de audiencias públicas; en Caquetania, el 12 de mayo de 1999 se firmó uno de los acuerdos 
que sacó el proceso de una de sus reiteradas crisis; y el 6 octubre del 2001, en San 
Francisco de la Sombra, se firmó uno de los acuerdos más importantes del proceso de 
diálogo y negociación (Vásquez, Vargas y Restrepo, 2011). En esas zonas, la guerrilla 
también construyó importantes vías que sirvieron para movilizar sus estructuras armadas y 
mejorar los diferentes momentos de la cadena productiva de las economías regionales de la 
coca. Una de esas vías, de 175 kilómetros, comunicaba La Macarena con San Vicente del 
Caguán, y otra de 73, a La Macarena con Cachicamo, en el Guaviare (Vicepresidencia, 
2003; Bedoya, 2008). 

Durante esos diálogos fue constante el malestar de la clase política local, pues insistía en 
que además de los diálogos era urgente la inversión social. Decía el alcalde Néstor Raúl 
Ram²rez en diciembre del 2000 ñé.nosotros hemos cedido el territorio para buscar la paz de 
los colombianos, pero no ha habido compensación. Estamos esperando que el gobierno 
convierta la Zona de Distención en una zona especial de inversi·n socialò (El Tiempo, 
diciembre 3 de 2000: 1 y 5). El balance de esos años es negativo. Un político local se queja 
y dice: ñel país quedó en deuda con San Vicente del Caguán: el proceso de paz se vivió en 
San Vicente del Caguán, pero no era para San Vicente del Caguán, era para Colombia. El 
país dejó al municipio después de que prestó su casa por imposición del Gobierno nacional, 
más no por interés de los sanvicentinos (...) Peor, le brindamos todo el apoyo a ese proceso 
pero despu®s de ello nos dejaron sin un plan de contingenciaò 
(http://www.semana.com/noticias-on-line/caballito-uribe/96221.aspx, Consultada el 14 de 
mayo de 2010). 

En febrero de 2002, a raíz del secuestro del senador Eduardo Gechem Turbay, se rompió el 
proceso de negociación y se acabó la Zona de Distención. Esta ruptura inició el crecimiento 
más abrupto del conflicto armado en el departamento y en especial en el municipio de San 
Vicente del Caguán, producto de la retoma del Ejército, la respuesta por parte de la guerrilla 
y los comienzos de la incursión de los grupos paramilitares (El Heraldo marzo 6 de 2002, 
página 6A).  

El fracaso de las negociaciones entre las Farc-ep y el gobierno Pastrana y el consiguiente 
clima adverso contra la solución negociada del conflicto produjo como resultado el triunfo 
electoral de Álvaro Uribe, en el año 2002 y su reelección en el 2006, ante los resultados de 
sus políticas de la Seguridad Democrática. Con el presunto objetivo de lograr la derrota de la 
guerrilla se desarrollaron los planes Patriota y Consolidación, que tuvieron como escenario 
principal a San Vicente del Caguán y al bajo y medio Caguán y se proponían golpear a las 
Farc-ep en sus bastiones históricos, quebrar sus corredores estratégicos de movilidad y 

http://www.semana.com/noticias-on-line/caballito-uribe/96221.aspx
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erosionar las bases sociales que habían construido en estos dos territorios (Vásquez, 
Vargas y Restrepo, 2011).  

Se hace evidente la condición de territorio en disputa de la región del norte de departamento, 
que se concreta en las diferencias espaciales del accionar y control territorial de los grupos 
armados. Se fortaleció la presencia de los Fuerza Pública en el piedemonte, donde el 
Ejército había logrado normalizar el tránsito por las vías principales del departamento, antes 
controladas por las Farc-ep. La guerrilla opta por replegarse a la zona montañosa (El Pato y 
Balsillas), los llanos de Yarí, el medio y bajo Caguán y el medio y bajo Caquetá, desde 
donde asediaba el piedemonte, y se recrudecen las acciones contra la población civil, 
mientras que se intensifican los combates en las zonas rurales (Vicepresidencia, 2003; 
Conferencia Episcopal de Colombia, 2004).  

Se inicia el Plan Patriota, que tenía como objetivo propinar golpes a los comandantes de la 
guerrilla, en especial al Mono Jojoy (Bedoya, 2008). La disputa por el control del territorio y 
la población implicó el aumento de las diferencias entre infracciones al DIH y los combates, 
lo que indica una gran afectación de la población civil. Es así como las acciones contra el 
DIH por parte de la Fuerza Pública, que habían sido bajas hasta ese momento, aumentaron 
con la recuperación del territorio.   

El Plan Patriota se apoyó en un importante componente militar de ayuda táctica con base en 
la Fuerza Aérea y en la aviación del Ejército, que componen la Fuerza de Tarea Conjunta 
Omega. La ofensiva militar comenzó el 11 de febrero del 2004 contra el caserío de Peñas 
Coloradas. En esa acción no solamente se trataba de la disputa territorial entre el Ejército y 
las Farc-ep, sino de asestarle un golpe definitivo a lo que el Gobierno consideraba como el 
epicentro de las finanzas de esta guerrilla, dada la importancia que este corregimiento había 
adquirido como eje de las relaciones comerciales de la economía cocalera. La acción de la 
Fuerza Pública permitió desalojar a este grupo armado de Peñas Coloradas y convirtió este 
lugar en el centro desde donde el ejército inició las operaciones militares contra las áreas de 
retaguardia de esta guerrilla (Bedoya 2008:64). 

Esa toma por parte de la Fuerza Pública del caserío de Peñas Coloradas expresa las 
percepciones diferenciadas que tienen el Estado y la población de las regiones sobre la 
seguridad. Para el Estado fue un hecho que demostraba los buenos resultados de la política 
de Seguridad Democrática. Al contrario, para sus habitantes fue una gran calamidad por 
cuanto la guerrilla había ordenado su desalojo días antes de la llegada de Ejército y la 
recuperación por parte de la Fuerza Pública del control de este poblado paralizó la economía 
cocalera y, aun peor, el accionar indiscriminado de ésta contra la población bajo el supuesto 
de que todos eran auxiliadores del guerrilla ocasionó un éxodo masivo de sus habitantes 
hacia Cartagena del Chairá, Florencia y otras ciudades (Banco Datos,2004; Bedoya 
2008:64).  

En esa estrategia militar era evidente que, primero, el Estado y las Fuerzas Armadas habían 
logrado recuperar el piedemonte y, más específicamente, el anillo vial principal del 
departamento, que es la carretera marginal de la selva. Ese objetivo se había logrado de 
manera relativa desde el 2003. Luego, durante 2004 y 2005, se inició la ofensiva contra las 
retaguardias de las Farc-ep en la zona de la cordillera y en el medio y bajo Caguán. La 
guerra contra este grupo si bien se insertaba en una lógica militar de escala nacional, 
también tenía el objetivo local estratégico de que perdiera el control sobre el río Caguán y 
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los diferentes corredores de movilidad entre la llanura selvática, el piedemonte y el área de 
la cordillera (Reyes, 2009; Vargas, 2003; Vicepresidencia, 2004; Vásquez, Vargas y 
Restrepo, 2011). La guerrilla, por su parte, tras los operativos militares del Plan Patriota y la 
Operación J.M., reaccionó dejando de lado la confrontación directa y privilegiando acciones 
más pequeñas y atomizadas.  

En desarrollo del Plan Patriota, en el 2006, el ejército y la armada habían logrado consolidar 
el control de los cursos medios de los ríos Guayabero, Caguán y Yarí. Más concretamente, 
el corredor de movilidad que había establecido la guerrilla entre la zona de la cordillera, las 
sabanas y selvas a través de los cursos medios de los ríos estaba siendo neutralizado por el 
accionar de la Fuerza Pública (Bedoya, 2008; Conferencia, 2004 y 2006 y Armada Nacional, 
2010). En 2007 era evidente el retroceso tanto en capacidad militar como en control 
territorial de la guerrilla en el Caquetá. El Frente 14, de gran influencia y presencia histórica 
en el bajo y medio Caguán, se había reducido casi a la mitad de sus efectivos, al mismo 
tiempo, la guerrilla se vio obligada a crear y fusionar varios de sus frentes no solamente en 
la parte de la cordillera sino en la llanura amazónica (Reyes, 2009: 282 y 283). A tal grado 
había avanzado la Fuerza Pública sobre las retaguardias de esta guerrilla que los combates 
y las acciones militares se concentraron también en la Serranía de Chibiriquete, situada en 
la parte más oriental del departamento del Caquetá (Bedoya,2008). 

Para el 2008, las Farc-ep seguían teniendo una fuerte presencia en el medio y bajo Caguán, 
continuaban extorsionando, secuestrando, produciendo desplazamiento forzado y reclutando 
menores (El Espectador, 13 de octubre de 2008). 

La ofensiva contra esta guerrilla muchas veces implicó acciones contra la población civil. Es 
así como el 19 de junio de 2007 se produce una masacre en la Inspección de Balsillas, 
cuando dos soldados adscritos al Batallón Colombia asesinaron a 6 campesinos, entre ellos 
a un menor de edad (Banco de datos Cinep, 2007). En este periodo la ofensiva de la Fuerza 
Pública, la insistencia del presidente Uribe por los resultados operativos y los incentivos a los 
miembros del Ejército por guerrilleros muertos culminaron -al igual que en otras regiones del 
país- en el horror de los falsos positivos, es decir en la ejecución extrajudicial de jóvenes 
campesinos reclutados y engañados que luego fueron reportados como guerrilleros muertos 
en combate. En San Vicente del Caguán se presentaron tres casos con cinco víctimas entre 
2005 y 2006 (Cinep, 2010). 

Por su parte, acciones de la guerrilla aumentan desde comienzos del 2002, tendencia que se 
sostiene hasta enero de 2003. La ofensiva tenía como objetivo retener y dispersar la acción 
de la Fuerza Pública contra los principales comandantes de esta guerrilla. Esa arremetida 
implicó el aislamiento del departamento y afectó la industria lechera, a tal grado que -según 
informes de prensa- ñmás de 5000 familias están teniendo que regalar diariamente los 
400.000 litros de leche que se producen en el Caquet§ò (El Tiempo 9 de marzo de 2002). 
Además el departamento había dejado de recibir los 7.000 millones de pesos que 
mensualmente producía la industria lechera (El Tiempo 9 de marzo de 2002: 1 y 6). En ese 
mismo año, las Farc-ep prácticamente habían enviado al exilio buena parte de la clase 
política del Caquetá. 

En el 2005 la guerrilla proseguía el accionar contra los y las políticas locales y el asedio 
contra el piedemonte. Para mayo de ese año buena parte del Concejo del Caquetá se había 
tenido que refugiar en Florencia por sus amenazas (El Tiempo, 22 de mayo de 2005: 1 y 32). 
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Además, en ese año, en el ámbito regional, las Farc-ep cometieron uno de los hechos más 
graves, cuando un comando de esta guerrilla incursionó en el casco urbano del municipio de 
Puerto Rico y en momento en que la célula política local deliberaba, asesinó a cuatro 
concejales y al secretario general del Concejo (El Tiempo, 25 de mayo de 2005: 1 y 3). Al 
final del 2005 y durante el 2006 iniciaron una ofensiva y decretaron un paro armado que 
consistía en ordenar la suspensión del transporte público por las principales vías del 
departamento. Con esas acciones, demostraban su capacidad de reacomodamiento a la 
Seguridad Democrática y al Plan Patriota. 

Es precisamente durante el periodo de la Seguridad Democrática cuando se produce el 
mayor número de acciones por parte de la Fuerza Pública que afectan a la población civil. 
Es decir, además de la intensificación de los combates, la política de la Seguridad 
Democrática también afectó la vida e integridad personal de la población de este municipio. 
Así, la recuperación de la seguridad a nivel nacional representó el aumento de la inseguridad 
y la vulneración de los derechos humanos de la población. 

 

Agotamiento de la Seguridad Democrática y reacomodación de la las FARC, 2006-2010.  

Para el segundo gobierno de Álvaro Uribe, el conflicto y las acciones que vulneran los 
derechos humanos y la seguridad de los habitantes de Caquetá comenzaron a disminuir de 
manera sostenida. En ese momento, la Seguridad Democrática empezó a dar muestras de 
agotamiento en su eficacia militar (Restrepo, Granada y Vargas, 2009). Finalmente, esa 
tendencia a la disminución se revirtió desde marzo de 2009, cuando aumentó 
sustancialmente y se mantuvo en alza hasta junio del 2010, en coincidencia con el proceso 
electoral presidencial de ese año. 

Con todo, para el 2008 no cedía el asedio de las Farc-ep a los cascos urbanos y el 
piedemonte: por ejemplo, en San Vicente del Caguán los médicos del hospital se vieron 
obligados a renunciar; los concejales y el alcalde estaban amenazados a tal grado que las 
sesiones del cabildo se trasladaron a la estación de la policía. Simultáneamente, la guerrilla 
proseguía desarrollando, lo que Marco Palacios (1999) llamó el cogobierno del monte. Un 
testimonio de una habitante de la regi·n as² lo confirm· ñ(é) la guerrilla es el Dios y la ley en 
buena parte de las 295 veredas e inspecciones que tiene San Vicente del Caguán (é) All§ 
la Policía no hace presencia y el Ejército escasamente puede vigilar en algunos sitios. 
Tienen retenes, arman campamentos, trafican drogas, deciden quién entra y quién sale. 
Imponen sus códigos. Allá también esperan sentados el dinero de los comerciantes, 
ganaderos y, en general, de todo aquel que cuente con patrimonio, así sea poco, a quienes 
obligan a pagar vacunas a cambio de no ser secuestrados o asesinadosò (El Espectador, 14 
de diciembre de 2008: 6 y 7).  

En cuanto a los grupos paramilitares, si bien su presencia fue residual en la región del 
Caguán, su accionar militar y violento fue significativo en las subregiones del piedemonte 
central y sur del departamento. A pesar de la desmovilización de varios de sus frentes en 
febrero del 2006, su influencia en política regional fue significativa. Estos grupos llegaron 
hacia 1998 pero fue a partir de la creación del Bloque Central Bolívar, a mediados de 2000, 
luego que Carlos Castaño le vendiera una franquicia a Carlos Mario Jiménez, alias Macaco, 
cuando el paramilitarismo comenzó una ofensiva militar que le permitió ganar terreno y 
pactar con los políticos locales y regionales. 
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Dichos pactos no alcanzaron las mismas proporciones que en otras regiones del país. En el 
Caquetá el caso más emblemático fue el que involucró a Luis Fernando Almario y a su 
ahijado político, Juan Carlos Claros. En contra de Almario, además de la investigación que 
aún se adelanta por el papel que desempeñó en el asesinato del representante a la Cámara, 
Diego Turbay Cote, perpetrado por la guerrilla en el 2000, pesa otra investigación por la 
promoción de grupos paramilitares, haber pactado con ellos para recibir apoyo político y 
acordar el apoyo financiero y electoral que, al parecer, el grupo paramilitar le brindó a Claros 
para llegar a la gobernación en 2004 (Vásquez, Vargas y Restrepo, 2011;Turbay, 2011, 
Vásquez, 2013 y Ciro 2013). 

En resumen, la política pública de seguridad implementada durante los ocho años del 
gobierno de Uribe se fundó sobre la idea que la violencia y la existencia de grupos armados 
no estatales surgen de ñun problema de carencia de Estado, la cual genera un vacío, que a 
su vez, facilita el crimen organizado y dificulta la protección efectiva a los derechos de 
propiedadò (Granada, Restrepo y Vargas, 2009:102). Pero lo que se observa en el Caquetá 
es la existencia de una soberanía fragmentada, donde el Estado y las Farc-ep ejercen 
simultáneamente soberanía sobre el mismo territorio. 

  

Epilogo: El escenario de la Habana y la paz sin cese de hostilidades, 2010-2012  

El Gobierno nacional y las Farc-ep decidieron desarrollar los diálogos sin cese al fuego. Esa 
situación, al lado de un parcial rearme paramilitar, ha implicado graves consecuencias en la 
seguridad de la población del Caquetá, afectando gravemente sus derechos humanos.   

Para el 2010 y 2011, según el Sistema de Alertas Tempranas de la Defensoría del Pueblo2, 
la población de los municipios de Belén de los Andaquíes, Albania, San José de Fragua y 
Valparaíso, denunciaron varias violaciones a los derechos humanos, cometidas por el grupo 
paramilitar de las Águilas Negras y los frentes 15 y 49 de las Farc-ep, quienes se disputaban 
el control territorial y así mismo la hegemonía sobre el negocio de la coca. También, las 
Farc-ep han incurrido en la intimidación de la población civil en los municipios de San 
Vicente del Caguán, Puerto Rico, el Doncello y Paujil. 

Los paramilitares, dentro de su estrategia de guerra, han intimidado a las comunidades por 
medio de panfletos. Además se han desplegado una serie de acciones contra la población 
civil, entre las que se encuentran: actos de pillajes, atracos a mano armada, hurtos, 
ocupación de bienes protegidos, acoso y violencia sexual contra las mujeres y niñas. 

Las Farc-ep, por su parte, cometieron también violaciones graves a los derechos humanos. 
Dentro de  las acciones  que desplegaron sobre este territorio se encuentran: la imposición 
de normas de conducta de hombres y mujeres, restricciones a la movilidad y a la 
incorporación de la población a programas del Gobierno (como Familias en Acción), la 
siembra de minas antipersonal como estrategia de contención de la erradicación de cultivos, 
la extorsión y el cobro de vacunas a comerciantes y ganaderos,  amenazas y violencia 

                                                           
2
 El Sistema de Alertas Tempranas de la Defensoría del Pueblo es un indicador fiable frente a la situación de 

derechos humanos en los niveles más locales, en este caso de Caquetá. El presente apartado recoge los 
últimos tres años (2010-2011-2012) en los que se ha recogido información y se ha caracterizado el riesgo en el 
departamento. 
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contra  servidores públicos, y finalmente la obstaculización del ejercicio electoral a través de 
presiones sobre la población con el fin de evitar el apoyo a los candidatos del Gobierno.  

Para el 2012, según el Sistema Nacional de Alertas Tempranas, el riesgo y accionar de los 
grupos armados se localizó en el municipio de La Montañita, en los corregimientos Unión 
Peneya, Mategaudua y el Triunfo. Se advierten 9.335 habitantes en situación de riesgo, 
esencialmente líderes y lideresas de organizaciones sociales e integrantes de comités de 
derechos humanos, delegados y representantes comunitarios, además de víctimas que han 
entrado en procesos con la Ley 1448 del 2011.  

Lo anterior en el contexto de la inclusión del municipio dentro de la estrategia del Plan 
Nacional de Consolidación Territorial (PNCT), que cuenta básicamente con tres líneas de 
acción: recuperación de la institucionalización en el territorio, integración económica y 
participación ciudadana y fortalecimiento gubernamental.  

Ante esta situación, las Farc-ep han emprendido una serie de acciones con el fin de ejercer 
contención ante la avanzada estatal. En esa medida ha reactivado el Frente 3 para enfrentar 
los operativos de la Fuerza Pública. Durante el 2012 este grupo guerrillero continuó 
ejerciendo presión sobre las comunidades con el fin de evitar la vinculación de estas a los 
programas del Gobierno y disputar la entrada del orden estatal. 

 

El conflicto armado, la seguridad y las modalidades de victimización. 

Es necesario desagregar el conflicto armado en diferentes indicadores, según 
investigaciones que he desarrollado (González, Bolívar y Vásquez, 2003; Vásquez, 2005, 
2006 y 2013; Vásquez, Vargas y Restrepo, 2011). Para el análisis de las tendencias 
estadísticas, teniendo en cuenta los datos del Banco datos de Derechos Humanos, Derecho 
Internacional Humanitario y Violencia Política- Cinep (que se reflejan en las gráficas que 
aparecen a continuación), se distinguen los siguientes indicadores: en primer lugar, las 
acciones de los actores armados contra la población civil, que expresan el grado de 
interacción entre el conflicto amado, la sociedad y las dinámicas políticas y económicas, es 
decir las disputas por el control de la población civil y sus territorialidades; y en segundo 
lugar, las acciones bélicas o acciones armadas entre combatientes que expresarían más 
claramente los momentos en que predomina una lógica militar y territorial. Esto con el 
objetivo de desarrollar el argumento propuesto por Stathis Kalyvas ((2001 a y b, 2004, 
2006,2008 y 2010) acerca de la reproducción de la violencia en las guerras civiles y señalar 
las principales transformaciones en las decisiones estratégicas y militares, los cambios en 
las lógicas y en los repertorios de violencia de los grupos armados. 

En primer lugar, entre 1990 y 2012 fue mayor el número de acciones contra la población civil 
que los enfrentamientos directos entre los grupos en contienda: se cometieron 863 
infracciones al DIH y 663 acciones bélicas. De esas infracciones al DIH, el 57.8% fueron 
cometidas por la Fuerza Pública, el 35% por las Farc-ep y el 8% por los paramilitares; 
mientras que las acciones bélicas enfrentaron casi exclusivamente a la guerrilla con la 
Fuerza pública. 

A diferencia de la tendencia nacional y de muchas otras regiones del país, en el Caquetá es 
mayor el número de muertos y heridos en combates que el total de víctimas del DIH. En este 
departamento, el total de combatientes muertos y heridos fue de 1616 y, en cambio, el 
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número de víctimas del DIH fue casi la mitad. La violencia letal en el Caquetá, es decir, los 
homicidios políticos, los homicidios comunes, el homicidio intencional en persona protegida y 
los muertos en combate suman un total de 10323. De estos, 8344 fueron homicidios 
comunes (83.24%), 600 fueron asesinatos políticos (5.81%), 337 homicidio intencional 
contra persona protegida (3.26%) y los muertos en combate fueron 1042 (10.09%) (ver 
gráfico 8). 

 

 
Fuente: Medicina Legal, Policía Nacional y Banco datos de Derechos Humanos, Derecho Internacional Humanitario y Violencia Política- 
Cinep. Elaboración propia.  

 

En el Caquetá, la violencia letal se relaciona más con los conflictos interpersonales que con 
la violencia derivada directamente del conflicto armado o la violencia política. Pero a 
diferencia del resto del país, el hecho de que el Caquetá sea un escenario preferencial de 
confrontación armada contra las Farc-ep, al lado de una menor presencia paramilitar, ha 
implicado una mayor regularidad del conflicto en comparación con otras regiones, donde la 
presencia paramilitar se ha dirigido más a atacar indiscriminadamente a la población civil, a 
quien considera la base social de las guerrillas-, que a confrontar militarmente a la guerrilla. 

Con todo, sigue siendo preocupante el número total de víctimas que por diferentes 
modalidades de violencia fueron afectadas por los grupos armados: un total de 1.874 para el 
periodo 1990-2001. De estos niveles de victimización, de hombres y mujeres, 600 fueron 
asesinatos políticos, 476, heridos, 98 secuestrados, 78 desaparecidos, 179 torturas, 259 
amenazas, 13 atentados y, finalmente, 353 detenciones arbitrarias.  

Con el fin de identificar el factor de vulnerabilidad de la población del Caquetá es importante 
destacar las diferencias de la distribución por modalidades de victimización de cada uno de 
los grupos armados, como se muestra en el cuadro 3. 

 

Modalidad de victimización por autor 
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Modalidad de Victimización % por Autor 

 

Asesinatos políticos 

 

FARC: 47% 

FF.MM: 27% 

Paramilitares:26% 

 

Detenciones Arbitrarias 

 

FARC: 0% 

FF.MM: 97% 

Paramilitares: 3% 

 

Heridos 

 

FARC: 62% 

FF.MM: 27% 

Paramilitares:11% 

 

Desaparecidos 

 

FARC: 0% 

FF.MM: 33% 

Paramilitares: 67% 

 

Amenaza 

 

FARC: 15% 

FF.MM: 82% 

Paramilitares: 3% 

 

Tortura 

 

FARC: 1 % 

FF.MM: 95% 

Paramilitares: 4% 

Fuente: Banco datos de Derechos Humanos, Derecho Internacional Humanitario y 
Violencia Política- Cinep. Elaboración propia del autor. 

 

Esas modalidades de violencia por autor expresan relaciones diferenciadas de los actores 
armados con la población civil en el territorio. Cambian en la medida en que sean territorios 
en disputa o territorios con mayor control y hegemonía de algunos de los grupos armados. 
Eso explica que, por ejemplo, la Fuerza pública, que en su accionar se basa en una lógica 
contrainsurgente, acuda más a las torturas y las detenciones arbitrarias y, en cambio, los 
paramilitares y la guerrilla tienen un mayor porcentaje de asesinatos y desapariciones: las 
Farc-ep como parte de su animosidad contra la clase política local, y los paramilitares, como 
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parte de su estrategia indiscriminada contra la población civil. Igualmente, esas variaciones 
se relación con las formas organizacionales de los diferentes grupos. 

Otra de las modalidades de violencia que ha afectado gravemente a la región ha sido el 
desplazamiento forzado, el cual debe relacionarse con la movilidad poblacional y el conflicto 
armado. 

 

Movilidad, desplazamiento y conflicto armado en el Caquetá. 

Es evidente el crecimiento demográfico del Caquetá para los años que coinciden con la 
denominada Violencia y con la colonización dirigida y espontánea de los 60 y 70. Así, para el 
periodo inter- censal 1951-1964 (Dane) la población del Caquetá creció en un 174%, es 
decir, un poco más de tres veces que el crecimiento nacional, que fue del 51%. Pero ese 
crecimiento no fue homogéneo y son notables las diferencias regionales: el proceso de 
migración se concentró en el piedemonte sur, ya que Belén de los Andaquíes creció en 
151%, seguido por San Vicente del Caguán, en el piedemonte noroccidental, que aumentó 
tan sólo en un 33%, y finalmente Florencia, la capital en el piedemonte central, que creció 
solamente en un 21%. 
 
Luego, para el periodo inter censal 1964-1973, que coincide con el periodo de colonización 
dirigida, si bien el departamento disminuyó su crecimiento poblacional con respecto al 
periodo anterior con una tasa de 64%, aún el Caquetá seguía creciendo por encima de la 
tasa nacional, que se encontraba en el 32%. Pero también son notables las diferencias 
regionales: en el piedemonte norte y central se acelera la colonización, ya que San Vicente 
creció un 114.%; el Doncello,  26%; Paujil, 98%; La Montañita, en 106%; Puerto Rico, 92% y 
Florencia, 61.%, todos por encima de la tasa de variación nacional. Y por el contrario, era 
evidente el estancamiento del crecimiento poblacional en el piedemonte sur y en algunos 
municipios cercanos a Florencia: en Morelia la población descendió en 68.2%, en Belén de 
los Andaquíes, 47.8% y en Solano, 39.3%. Además, ya se insinuaba el establecimiento de 
los frentes de colonización en el piedemonte sur, ya que Valparaíso creció en un 219% y 
Albania, 191%.  

De lo anterior se puede concluir que para finales de la década del 60 y comienzos de los 70 
era evidente el estancamiento poblacional de los municipios ubicados en el piedemonte 
central y sur, lo que se atribuye al prácticamente estrangulamiento que la hacienda Larandia 
estableció sobre éstos. Por lo mismo, ya se empezaban a abrir los frentes de colonización 
en el piedemonte sur (Brucher, 1974, González, 1998: Sinchi, 2000). 

En el periodo intercensal 1985-1993 -que coincide con los diálogos entre las Farc-ep y 
Betancur, con su fracaso y una relativa intensificación de la confrontación militar entre el  
Estado y la guerrilla al final del periodo- el departamento crece en un 39% aún por encima 
de la variación nacional, que fue del 25.9%. En el piedemonte norte los mayores 
crecimientos se registraron en las zonas de colonización cocalera: Cartagena del Chairá 
creció 209%; San José de la Fragua, 154.2%; Valparaíso, 228%; Solano, 71%; y, en menor 
medida, San Vicente del Caguán, 61%; y Curillo, 54%. Y al contrario, en ese periodo 
disminuyeron su población los municipios de Albania, en 10%; Belén, 14%; y Puerto Rico, 
4%.  De lo anterior se puede concluir que sin duda la economía de la coca seguía siendo 
polo de atracción no solo de migrantes de otras regiones del país, sino de habitantes del 
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piedemonte. Esa economía incentivaba el proceso de poblamiento de las puntas de 
colonización en los ejes de los ríos y en los cursos medios de los ríos Caguán y Caquetá. 

Para el periodo intercensal 1993-2005 -que coincide con la transición de la guerrilla hacia 
una nueva forma de operar más ofensiva, los diálogos del Caguán, el fin del gobierno 
Pastrana y los comienzos de la Seguridad Democrática- el departamento creció a una tasa 
igual a la del resto del país ya que en el Caquetá fue del 14.2% y en el país, de 13.8%. Pero 
también es evidente que las incertidumbres de las negociaciones del proceso de paz en el 
periodo Pastrana y los comienzos de la recuperación militar por parte del Estado, 
especialmente en San Vicente del Caguán, se habían convertido en factores centrales para 
el desplazamiento forzado hacia los cascos urbanos, es decir, se habían intensificado los 
cambios demográficas intrarregionales.  

Lo anterior se concluye por el crecimiento de Florencia con un 33%, ante la llegada 
constante de personas desplazados: ya sea por la guerra en la Zona de Distensión o por la 
arremetida paramilitar en el sur y centro del departamento. En esa misma etapa también 
cabe señalar el crecimiento de San Vicente del Caguán, en un 48%, y que prácticamente se 
urbanizó, ya que para 2005 el 55% de población se ubicaba en el casco urbano. Lo anterior, 
por la llegada de población campesina desplazada de las zonas rurales por dos factores: las 
fumigaciones a los cultivos de hoja de coca y la violencia generada por el conflicto. Por esas 
mismas razones también se explica el crecimiento de Solano, en un 93%, último frente de 
colonización abierto. En contraste, Curillo, Albania, Milán y Valparaíso disminuyeron su 
población con 12%, 43%,31% y 57%, respectivamente.  

En ese periodo se presenta un importante proceso de descenso de la población rural y 
aumento del número de habitantes en las cabeceras municipales. Lo anterior como producto 
de la guerra contra la guerrilla y la arremetida del Estado contra las economías regionales de 
la coca. Actualmente los datos censales si bien reflejan un predominio de la población 
urbana, también revelan que esa distribución es diferenciada: Florencia, San Vicente, Curillo, 
Puerto Rico, el Doncello y Paujil presentan mayor número de habitantes en sus áreas 
urbanas, mientras que el porcentaje de la población rural supera el 70% en municipios como 
Montañita, Milán y Solano (IGAC, 2011:124). 

Para el periodo 1997-2011 es evidente la agudización del problema de desplazamiento 

forzado: el Caquetá se había transformado de territorio receptor de migrantes del pasado a 

la doble condición de receptor y, simultáneamente, expulsor de la población. El 

desplazamiento forzado alcanzó su mayor número a partir del 2001 y durante el 2002 

cuando se desplazan 24.817 personas en un fenómeno asociado al fracaso de la 

negociación entre el gobierno de Pastrana y a la intensificación del conflicto, tanto en San 

Vicente del Caguán como en los municipios vecinos (IGAC, 2011:144). En ese periodo, 

Caquetá fue el quinto mayor departamento expulsor de población del país: fueron 

desplazadas 103.433 personas que han abandonaron 416.288 hectáreas, de éstos, el 79% 

fue desplazado por la guerrilla y sólo el 8.4% por los paramilitares (Reyes, 2009: 281-283)3. 

Más específicamente, en esos años el primer municipio expulsor fue Cartagena del Chairá 

con 15.464 personas, el segundo San Vicente con 13.060 personas, luego Florencia con 

                                                           
3
 Al contrario de la situación en otras regiones del país, especialmente en el noroccidente donde los 

paramilitares son los principales expulsores y acaparadores de la tierra. 
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11.893 y la Montañita con 7.549. En cambio Florencia es el principal municipio receptor con 

48.733 personas entre 1999 y 2005. (Reyes, 2009: 281-293; Conferencia Episcopal, 2004). 

De acuerdo con las estadísticas del Registro Único  de Víctimas (ver gráfica 8) el aumento 

del desplazamiento es evidente en esos años (Caquetá 8). 

 

 

En el caso de la situación por municipios, teniendo en cuenta las estadísticas del Registro 

Único de Víctimas, la situación más compleja entre 1997-2012 la presenta San Vicente del 

Caguán, seguido por Cartagena del Chairá y Florencia (ver gráfica 9) 

 

 

Conflicto armado y ciclos de violencia en el Caquetá 
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La violencia contemporánea, el conflicto armado y las diferentes modalidades de violencia 
que afectan la seguridad y los derechos humanos de la población del departamento se 
pueden dividir en las siguientes etapas: entre 1990 y el 2000, cuando la intensidad del 
conflicto fue bajo con respecto a la serie; entre el 2000 y el 2006, cuando el conflicto alcanza 
su mayor intensidad; y finalmente una última etapa, entre el 2006 y el 2012, cuando si bien 
el conflicto y la violencia asociada a este disminuyen, aún se siguen afectando los derechos  
a la vida e integridad personal de los habitantes del Caquetá. 

Esas etapas se explican mejor cuando se observan las tendencias y trayectorias de los 
grupos armados en relación con el DIH y las acciones bélicas, partiendo de la información 
estadística del Banco datos de Derechos Humanos, Derecho Internacional Humanitario y 
Violencia Política- Cinep CINEP (ver gráficas 10 y 11).  

 

 

 

Fuente: Banco datos de Derechos Humanos, Derecho Internacional Humanitario y Violencia Política- Cinep. Elaboración del 

autor. 
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Fuente: Banco datos de Derechos Humanos, Derecho Internacional Humanitario y Violencia Política- Cinep. Elaboración del 
autor. 

 

Como se observa en los gráficos 10 y 11, entre 1990 y el 2000 el orden contraestatal que las 
Farc-ep había construido en las zonas de colonización (partes medias y bajas de los ríos 
Caquetá, Orteguaza y Caguán) y en la zona de la cordillera, no fue disputado por el Estado, 
lo que explica la baja intensidad de las acciones contra la población civil y las acciones 
bélicas. 

Esa situación cambia drásticamente en el 2000 y se prolonga hasta el 2006, como resultado 
de los siguientes factores. En primer lugar, por el traslado de la confrontación armada desde 
la Zona de Distensión hacia las regiones vecinas, especialmente al piedemonte central y al 
sur del departamento. En segundo lugar, por la incursión paramilitar y el cerrojo que la 
Fuerza Pública y los paramilitares construyeron alrededor de esta Zona. En tercer lugar, por 
la recuperación militar de esta Zona por parte de la Fuerza Pública una vez finalizada. 
Finalmente, lo que más incrementó la violencia en esa etapa fueron los grandes operativos 
que la Fuerza Pública desató contra esta guerrilla a través del Plan Patriota y el Plan de 
Consolidación. 

Las cifras y el análisis cuantitativo de la violencia en general y de la violencia directamente 
asociada al conflicto permiten afirmar que este ha sido de baja intensidad y prolongado en el 
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tiempo, con múltiples actores que han tenido capacidad de adaptación en sus lógicas y 
repertorios de violencia. Esos cambios se explican en relación con los contextos políticos y 
con las transformaciones estratégicas de la guerra y la paz. 

Sin embargo, como hemos insistido, esas trasformaciones temporales del conflicto y la 
vulneración a los derechos humanos tienen también una distribución geográfica desigual, lo 
cual es central  si se pretende diseñar estrategias diferenciadas que tengan en cuenta esa 
geografía de la violencia en Caquetá. 

 

La geografía de la violencia 

Entre 1990 y 1996 fue mayor el número de municipios en donde se realizaron acciones 
bélicas, que los municipios donde los grupos armados ejecutaron acciones contra la 
población civil, según las estadísticas del Banco datos (ver gráfica 12). En esa etapa la 
geografía del conflicto tan solo cubría el 30% del total de municipios del departamento. Esto 
cambia a partir de 1996 y se extiende hasta el 2005, cuando prácticamente la totalidad de 
los municipios del departamento se ven afectados por las dinámicas del conflicto. En esa 
coyuntura se produce una disminución de la geografía de las acciones bélicas y, 
simultáneamente, aumenta el cubrimiento territorial de las violaciones al DIH.  Esa inserción, 
expansión y presencia diferenciada del conflicto armado en Caquetá se hace más evidente 
cuando se observan los mapas de las siguientes páginas. 
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